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PRESENTACIÓN

El día domingo 25 de enero de 2009, las ciudadanas y ciudadanos de Bolivia concurrieron a las urnas 
para sancionar una nueva Constitución Política del Estado, como paso fundamental para el desarrollo y 
consolidación del proceso de  cambio que  hoy encara el país.

La implementación de ese nuevo texto constitucional plantea grandes desafíos de construcción nor-
mativa. El reto consiste en traducir adecuadamente los principios y definiciones generales que contiene 
la nueva CPE en instrumentos de efectiva y eficaz aplicación. El análisis de las experiencias interna-
cionales, la doctrina y la legislación comparada, así como la revisión y sistematización de los estudios 
e investigaciones que se han realizado en el país,  son algunos de los insumos que pueden enriquecer 
los esfuerzos que realicen los responsables de esta ingente tarea, tanto en el nivel nacional como en los 
niveles subnacionales.  

En este marco, el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, IDEA Interna-
cional, que tiene como misión institucional apoyar al fortalecimiento de la democracia y la construcción 
constitucional en todo el mundo, propició una serie de trabajos de especialistas que pudieran contribuir, 
desde enfoques diversos y en áreas temáticas diferentes, con elementos de análisis que estén orientados a 
la profundización de las transformaciones en curso, en el campo específico del reordenamiento territorial 
del Estado en el nivel de las autonomías departamentales e indígenas.

La presente publicación contiene todos esos aportes y su único propósito es alimentar un amplio, 
plural y fecundo debate. 

La vertiginosa evolución de la coyuntura boliviana explica algunos desfases en la temporalidad de 
los documentos y en la naturaleza de los instrumentos que se analizan (ej. proyecto de nueva Constitu-
ción -vs- nueva Constitución aprobada) que, sin embargo, no afectan la pertinencia de los trabajos que 
presentamos en esta serie.

Virginia Beramendi
Jefa de Misión

IDEA Internacional - Bolivia
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INTRODUCCIÓN 1

El presente trabajo intenta abordar el análisis 
de la temática de desarrollo económico-social, 
tierra-territorio y recursos naturales, tanto de la 
nueva Constitución (NCPE) como de los Esta-
tutos Autonómicos de Santa Cruz, Tarija, Beni y 
Pando, desde una perspectiva no necesariamente 
especializada en derecho constitucional. En pri-
mera instancia, la intención es mostrar, de manera 
resumida, documentada y concordada, el espíritu 

de cada uno de los textos, así como las doctrinas 
que se encuentran detrás de cada uno de ellos.

El análisis presentado no pretende, de ningún 
modo, abarcar la totalidad de los aspectos técni-
cos y legales que están vinculados con el tema. 
Sólo se pretende presentar las principales visio-
nes, cosmovisiones y expectativas de los diversos 
sectores y actores productivos.
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2.1. De los principios,  
valores y fines del Estado

En las “Bases Fundamentales del Estado”, la 
NCPE reconoce como principio del Estado la 
“tierra sin mal” para “vivir bien”, y lo sustenta 
en los siguientes valores: la “igualdad de oportu-
nidades y la distribución y redistribución de los 
productos y bienes sociales (entre los cuales se 
incluye a la tierra)” (art. 8). Es función esencial 
del Estado “promover y garantizar el aprovecha-
miento responsable y planificado de los recursos 
naturales e impulsar su industrialización” (art. 
9, inc. 6).

2.2. De los derechos 
fundamentales y 
garantías de las personas

En los “Derechos Fundamentales y Garantías de 
las Personas”, se prohíbe y sanciona toda forma de 
discriminación en razón de “condición económica, 
tipo de ocupación u otras que tengan por objetivo o 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, 
goce o ejercicio en condiciones de igualdad de los 
derechos de toda persona” (art. 14, § II).

Entre los derechos fundamentales de las personas, 
se “prohíbe la servidumbre y esclavitud” (art. 15. 
§ V); asimismo, se reconoce el “derecho al agua 
y la alimentación” (art. 16, § I) y la “obligación 
del Estado a garantizar la seguridad alimentaria” 
(art. 16. § I).
Asimismo, la NCPE reconoce, entre los derechos 
fundamentales de las personas, el derecho a “la 
titulación colectiva de tierras y territorios… con 
manejo y aprovechamiento adecuados de los eco-
sistemas…, al ejercicio económico acorde a su cos-
movisión … y a la participación en los beneficios 
de la explotación de los recursos naturales en sus 
territorios” a las naciones y pueblos indígenas origi-
narios campesinos cuya existencia sea anterior al 12 
de octubre de 1482 (arribo de los españoles e inicio 
de la colonia) (art. 30, § 6, 10, 14, 16). 

2.3. De los derechos civiles 
de las personas

Se reconoce el “derecho a la petición (sola o co-
lectiva, oral o escrita)  para la obtención de res-
puesta formal y pronta” (art. 24) sobre el cum-
plimiento de los derechos civiles; asimismo, a la 
“inviolabilidad de su domicilio” (art. 25, § I).

LA NUEVA CONSTITUCIÓN2
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2.4. De los derechos sociales y 
económicos de las personas

2.4.1. De los derechos al 
trabajo y al empleo

Se reconoce el “derecho al trabajo digno… a una 
fuente laboral estable… y a cualquier actividad 
económica lícita” (art. 46. , § II y II); “el Estado 
protegerá el ejercicio del trabajo en todas sus for-
mas… sean éstas pequeñas unidades productivas... 
solas o agremiadas (art. 47, § I y II), en sindicatos 
(art. 51) o en libre asociación empresarial (art. 52)”; 
y el Estado se “obliga a establecer políticas de em-
pleo que eviten la desocupación” (art. 54, § I) y de 
“proteger el aparato industrial” (art. 54, § II)

2.4.2. Del derecho a la 
propiedad 

Se reconoce el “derecho a la propiedad privada indi-
vidual o colectiva”, condicionada únicamente a que 
ésta “cumpla una función social” (art. 56, § I). Se 
excluye la función económica, ambiental u otra.

Se “garantiza la propiedad privada” y la pro-
piedad de la tierra, condicionada, entre otros, a 
“que el uso que se haga de ella no sea perjudicial 
al interés colectivo (art. 56, § II) y la producción 
de empleo” (art. 315, § I).

Se garantiza el “derecho a la sucesión heredi-
taria” (art. 56, § III).

Se establece que “la propiedad inmueble urbana 
no está sujeta a reversión” (art. 57), pero no se acla-
ra la situación de la propiedad privada en área rural. 
Ésta sufre una real posibilidad de reversión en caso 
de “incumplimiento de la función social y de perju-
dicar al interés colectivo” (art. 56, § I y II).

2.4.3. De los derechos de la 
juventud

El Estado garantiza la “protección, promoción y 
activa participación de los jóvenes en el desarro-

llo productivo y económico sin discriminación” 
(art. 59, § V), en el que “se prohíbe el trabajo for-
zado” (art. 61, § II). 

2.4.4. Derechos a la 
educación, tecnología e 
investigación

En lo referido a la educación, se establece que la 
“educación es función suprema y primera respon-
sabilidad financiera del Estado” (art. 77, § I); asi-
mismo, el sistema educativo se fundamenta, entre 
otros, en la “educación productiva, territorial… 
liberadora y revolucionaria” (art. 78, § II) y esta-
rá “orientada al desarrollo de competencias, que 
vincule la teoría con la practica productiva, a la 
conservación del medio ambiente y el territorio 
para vivir bien” (art. 80, § I).

El Estado y las universidades en las áreas ru-
rales responderán a las necesidades del “fortale-
cimiento productivo de la región, en función de 
sus potencialidades” (art. 93, § V); asimismo, las 
universidades promoverán la creación de centros 
de generación de unidades productivas (art. 95, 
§ III).

El Estado garantizará el “desarrollo de la cien-
cia y la investigación científica”, técnica y tecno-
lógica en beneficio del interés general (art. 103, § 
I), en coordinación con las universidades, empre-
sas productivas y de servicio “para fortalecer la 
base productiva” e impulsar el desarrollo integral 
de la sociedad (art. 103, § II).

2.5. De los deberes de las 
personas

El Estado reconoce como deberes de las personas 
“trabajar, según su capacidad física e intelectual 
en actividades lícitas y socialmente útiles, tributar 
en proporción a su capacidad económica, proteger 
y defender los recursos naturales y contribuir a su 
uso sostenible” (art. 108, § 5, 7, 15 y 16). Estos 
deberes y los derechos de ciudadanía se suspen-
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den en caso de defraudación de recursos públicos 
(art. 28, §2 y art. 144, § III).

2.6. De la estructura y 
organización funcional del 
Estado

Se establece que el (la) Presidente(a) de la Repú-
blica fungirá como máxima autoridad del Servicio 
Boliviano de Reforma Agraria y otorgará títulos 
ejecutoriales para la distribución y redistribución 
de las tierra (art. 172, §27).

2.7. Del órgano judicial y el 
Tribunal Agroambiental

Se establece el Tribunal Agroambiental como 
máximo tribunal especializado de la jurisdicción 
agroambiental. Se rige en particular por los prin-
cipios de función social, sustentabilidad y otros 
(art. 186), y se opera mediante juzgados agroam-
bientales (art. 189, § 4). 

Se establece entre las funciones del Tribunal 
Agroambiental “resolver en instancia única” recur-
sos de casación, nulidad y anulabilidad de títulos 
ejecutoriales, procesos contenciosos administrati-

vos, demandas sobre actos y prácticas atentatorias 
o peligrosas contra los el sistema ecológico y la 
conservación de la flora y fauna” (art. 189).

En el caso de las naciones y pueblos indígenas 
originarios campesinos, de conformidad a una ley 
de deslinde jurisdiccional (art. 190, § 2), las fun-
ciones del Tribunal Agroambiental se ejercerán 
a través de sus autoridades, en aplicación de sus 
normas y procedimientos (art. 190, § 1). Las de-
cisiones emanadas serán acatadas por toda autori-
dad o persona (art. 192, § 1); eventualmente, con 
el apoyo de los órganos competentes del Estado 
(art. 192, § 2), según Ley de Deslinde Jurisdiccio-
nal (art. 192, § 3).

2.8.  De la estructura y 
organización territorial del 
Estado respecto al tema tierra

La NCPE reconoce cuatro tipos de unidades terri-
toriales: departamentos, provincias, municipios y 
territorios indígenas originarios campesinos (art. 
269, § 1); cada uno de ellos, bajo régimen de au-
tonomías, con competencias definidas en las ca-
tegorías de: privativas, exclusivas, concurrentes 
y compartidas (art. 297, § 1-4), relativas al tema 
tierra, producción y conservación, según el si-
guiente detalle:
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2.9. De la estructura y 
organización económica del 
Estado respecto al tema tierra

Como disposición general, se instituye el “modelo 
económico boliviano plural y orientado a mejorar 
la calidad de vida” (art. 306, § I), según las for-
mas de organización (art. 306, § II) y articulación 
(art. 306, § III) de las diferentes formas de organi-

zación económica, comunitaria, privada y social 
cooperativa. Tales formas de organización podrán 
constituir empresas mixtas (art. 306, § IV).

En este modelo económico, el Estado reco-
noce, respeta y protege la iniciativa privada (art. 
308) y, adicionalmente, promueve la organiza-
ción económica comunitaria (art. 307). Todas las 
formas de organización económica gozarán de 
igualdad jurídica ante la ley (art. 311, § I).
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2. 10. Del régimen de medio 
ambiente, recursos naturales, 
forestales, biodiversidad, 
tierra y territorio

Se establece como deber (art. 342), responsabi-
lidad y atribución exclusiva del Estado (art. 345, 

inc. 3) el aprovechamiento, protección y conser-
vación del  medio ambiente, los recursos natura-
les y la biodiversidad. La población tiene derecho 
a ser consultada e informada (art. 343) en función 
a las siguientes políticas.
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3.1.  De los derechos 
fundamentales como 
objetivo de la autonomía

Los derechos y libertades fundamentales de las 
personas relativas al régimen tierra, territorio y 
recursos naturales son, entre otros (art. 2, § I): 
Derecho a la propiedad privada, individual y co-
lectiva, siempre que cumpla una función social 
(inc. h), derecho al trabajo (inc. s) en cualquier 
actividad lícita, en condiciones que no perjudi-
quen al bien colectivo (inc. i).

El gobierno departamental, en el ámbito de 
sus competencias, garantizará la conservación y 
los usos sostenibles de la diversidad biológica y 
de la protección del medio ambiente (art. 2, § II, 
inc. d).

3.2.  De la estructura 
competencial del 
Departamento respecto al 
tema tierra

Entre sus atribuciones está la de establecer políti-
cas y aprobar los planes y programas de desarro-
llo económico y social (art. 20, inc. g).

3.3.  De los regímenes 
especiales relativos al tema 
tierra y recursos naturales

Con fines de bienestar social y económico, se esta-
blecen los siguientes regímenes especiales (art. 40): 
de recursos naturales renovables y medio ambien-
te (inc. 9); desarrollo rural, agropecuario y forestal 
(inc. 10), y económico y financiero (inc. 12).

3.4. Del régimen de recursos 
naturales renovables y 
medio ambiente

La gestión y la disposición de los recursos natu-
rales renovables están a cargo de los gobiernos 
departamental (art. 86) y municipal, cuyas com-
petencias rectoras son su protección, conserva-
ción, restauración y aprovechamiento (art. 87), en 
un marco de respeto a la capacidad de uso mayor 
del suelo y de sostenibilidad (art. 88) y de acceso 
equitativo y democrático de todos los bolivianos 
(art. 89).

Los pueblos indígenas, en sus comunidades y 
tierras comunitarias de origen, pueden aprovechar 
los recursos naturales renovables con autonomía 
de gestión (art. 93).

ANÁLISIS DEL ESTATUTO 
AUTONÓMICO DE SANTA CRUZ  

3
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Las áreas protegidas son de interés departamen-
tal, para garantizar servicios ambientales de con-
servación, las actividades productivas y otras, en 
un régimen de contribución económica y sosteni-
bilidad (art. 90, inc. I) y de utilidad pública (art. 
90, inc. II); serán administradas de manera directa 
por el gobierno departamental  (art. 90, inc. III).

3.5. Del régimen de 
desarrollo rural, 
agropecuario y forestal

El gobierno departamental promueve el desarro-
llo productivo, con la finalidad de garantizar la 
seguridad alimentaria y mejorar las condiciones 
de vida  de los habitantes de las áreas rurales (art. 
94), mediante una ley departamental regulatoria 
(art. 95).

Se establece que el gobierno departamental, 
como incentivo para el uso sostenible de los recur-
sos naturales y la producción de valor agregado, 
gestionará un sistema crediticio de financiamien-
to preferencial para las actividades de transfor-
mación de los recursos naturales (art. 97, inc. I), 
aplicable a proyectos de ecoturismo, innovación 
genética pecuaria y de semillas, rehabilitación de 
tierras, certificación, forestación y generación de 
valor agregado (art. 97, inc. II), las que gozarán 
de un régimen de incentivos tributarios (art. 97, 
inc. III),

Se establecen garantías y protección de las ac-
tividades de investigación, difusión y control de 
calidad para reforzar el desarrollo agropecuario y 
forestal, y la competitividad (art. 98). En las tierras 
comunitarias de origen (TCOs), el gobierno depar-
tamental se obliga al fomento de la generación de 
actividades productivas sostenibles (art. 99).

Unidades especializadas del Ejecutivo depar-
tamental garantizarán la sanidad agropecuaria y 
la inocuidad alimentaria (art. 100, inc. I), pudién-
dose declarar situaciones de emergencia sanitaria 
agropecuaria con fines de protección de personas 
y patrimonio público y privado (art. 100, inc. I).

3.6.  Del ordenamiento 
territorial y uso del suelo

El Plan de Ordenamiento Territorial (PDOT) y el 
Plan de Uso del Suelo (PLUS) serán regulados 
por ley departamental (art. 101, inc. I), de acuer-
do a la capacitad de uso mayor de la tierra. Son 
instrumentos técnicos de planificación de obliga-
torio cumplimiento (art. 101, inc. II) y deben ser 
actualizados parcialmente cada cinco años y to-
talmente cada 15 años (art. 101, inc. III).

3.7. Del proceso agrario y 
las tierras

Se establecen diferentes formas de propiedad 
agraria y de derecho propietario sobre la tierra 
(según características y restricciones que serán 
establecidas por ley departamental):

• Derecho propietario sobre la tierra.- Res-
ponsabilidad del gobierno gepartamental 
(art. 102).

• Propiedad privada individual o colecti-
va.- Condicionada al cumplimiento de 
una función social y función económica 
social (art. 103, inc. I).

• Derechos sobre las TCO.-  A pueblos in-
dígenas oriundos. Sin condiciones (art. 
103, inc. II). 

• Derecho campesino a la propiedad pri-
vada individual o colectiva.- Sin condi-
ciones (art. 103, inc. III).

El latifundio, entendido como grandes extensio-
nes de tierras improductivas, no es reconocido, se 
lo persigue y sanciona por ser contrario al interés 
colectivo e incumplir la función social y econó-
mica social de la tierra (art. 104).

El minifundio improductivo será evitado me-
diante procesos de reagrupamiento, distribución 
y redistribución por el Instituto Departamental de 
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Tierras, autorizado por el Consejo Agrario Depar-
tamental (art. 105), en el marco de la ley departa-
mental de tierras (art. 106, inc. II).

El Gobernador preside el Consejo Agrario 
Departamental (CAD)  (art. 106, inc. V), tiene 
funciones de recomendación, seguimiento y fis-
calización consensuada (art. 106, inc. I) de sus 
miembros (en paridad actores productivos y go-
bierno departamental) (art. 106, inc. III),

El Instituto Departamental de Tierras (IDT), 
institución descentralizada, presidida por una 
máxima autoridad ejecutiva designada por el Go-
bernador a partir de selección pública (art. 107 
inc. II), será responsable de (art. 107, inc. I):

• Saneamiento de la propiedad agropecuaria,
• regularización de derechos de propiedad 

de la tierra,
• políticas de tenencia, 
• políticas de dotación, 
• políticas de adjudicación, 
• políticas de distribución, y
• políticas de expropiación de la tierra.

Las tierras fiscales declaradas disponibles, y de 
acuerdo al Plan de Uso del Suelo (PLUS), serán 
dotadas, adjudicadas, concesionadas, distribuidas 
y redistribuidas por el Ejecutivo departamental 
(art. 108, inc. I). Tienen preferencias de acceso a 

estas tierras los ciudadanos oriundos y habitantes 
del lugar que no las poseen o las poseen de mane-
ra insuficiente (art. 108, inc. II),

Los títulos agrarios acreditan la propiedad 
sobre la tierra, causan Estado y son irreversibles, 
salvo autoridad judicial competente (art. 109).

3.8. De los suelos forestales 
y los bosques

Los suelos forestales y bosques serán de aprovecha-
miento sostenible (art. 110), de acuerdo al PLUS, en 
régimen de concesión a personas naturales, jurídicas 
y asociaciones sociales del lugar (ASL) (art. 111), 
bajo regulación de  acceso, sistema de cobro de pa-
tentes y distribución mediante la Ley Forestal.

3.9. De las inversiones 
productivas 

Las personas y/o empresas que realicen inversio-
nes productivas podrán gozar de incentivos tri-
butarios, limitados a impuestos departamentales, 
por periodos menores a 15 años (art. 137, inc. I)
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4.1.  De los principios y valores 
de la autonomía, la igualdad y 
las políticas públicas

Integran el pueblo de Tarija todas las generacio-
nes pasadas, presente y futuras (art. 2, inc. 1), que 
tienen los mismos derechos y deberes sin que se 
acepte discriminación y/o exclusión social alguna 
por razón de raza, origen, condición económica o 
de cualquier otra índole (art. 2, inc. 2).

Es principio del autogobierno la capacidad de 
producir bienes y brindar servicios e incentivar el 
desarrollo humano y productivo para mejorar la 
calidad de vida de sus habitantes (art. 7, inc. e).

Entre los principios de políticas públicas, se 
establece la constitución de una base producti-
va sólida, amplia y diversificada, estimulado al 
sector productivo primario de la economía, pro-
moviendo la industrialización, el desarrollo de las 
cadenas productivas, la competitividad y las ini-
ciativas privadas (art. 13). Se tiene como priori-
dad construir la infraestructura y desarrollar los 
servicios, generando condiciones para el desarro-
llo económico, social y productivo (art. 14), con 
la finalidad de fortalecer el desarrollo del sector 
productivo en las provincias y secciones de pro-
vincia (art. 17).

Gozarán de especial atención los programas y 
proyectos de productividad, de mejoramiento cua-
litativo, cuantitativo y de diversificación de la pro-
ducción agrícola, ganadera e industrial. Se impul-
sarán sistemas de aseguramiento a la producción 

agrícola, ganadera e industrial. El sector campesi-
no y productivo participará en la formulación de 
políticas de desarrollo económico rural (art. 17).

Se formularán políticas y desarrollarán accio-
nes para el uso sostenible de los recursos naturales 
y la conservación del medioambiente, preservan-
do el equilibrio ecológico (art. 19). Estas políticas 
están dirigidas a promover, prevenir, preservar, 
fiscalizar el manejo integral y sostenible (inc. c), 
las actividades industriales (inc. e), las áreas de 
protección y reserva (inc. j); además, fomentarán 
y apoyarán la producción ecológica agropecuaria 
(inc. n).

Entre los deberes consagrados a los indivi-
duos, además de los derechos universales, se es-
tablece el derecho a la educación para constituir 
una comunidad democrática y productiva, sobre 
la que se funda el desarrollo humano de Tarija 
(art. 57, inc. 8). 

4.2.  De la visión de Tarija

La autonomía departamental se instituye para ha-
cer de Tarija un departamento con alto nivel de 
desarrollo humano, integrador e integrado, pro-
ductivo y competitivo, sobre la base del aprove-
chamiento sostenible de sus recursos naturales y 
de instituciones eficientes y transparentes, en el 
marco de una sociedad democrática, justa, equi-
tativa, solidaria, segura y respetuosa de la insti-
tucionalidad, el Estado de Derecho y los valores 
morales, culturales y democráticos que le son 

ANÁLISIS DEL ESTATUTO 
AUTONÓMICO DE TARIJA

4
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propios (art. 11).
4.3.  Del régimen general 
de competencias y su 
clasificación
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4.4. De la autonomía fiscal 

El modelo autonómico de descentralización fis-
cal y financiera, en materia agraria y de recursos 
naturales, establece los principios de economía 
(optimización en el uso y manejo de los recur-
sos) (art. 42, inc. e), independencia administrativa 
(art. 42, inc. f). 

Las políticas fiscales departamentales, entre 
otras, se rigen por el presupuesto del Plan de De-
sarrollo Departamental (art. 43), que incluye pro-
yectos de inversión (art. 43, inc. 6). 

La autonomía departamental dispondrá de los 
recursos fiscales provenientes de regalías foresta-
les, mineras y otros ingresos tributarios propios 
y sobretasas, en función a las materias y compe-
tencias, a las estrategias y planes departamentales 
(art. 45).

Son rentas departamentales los ingresos por 
actividades económicas, explotación y produc-
ción de recursos renovables, prestación y transfe-
rencia de bienes y servicios (art. 46): Regalías por 
explotación de recursos naturales renovables (inc. 
1), renta de bienes y servicios (inc. 4), impuestos 
(inc. 5) y coparticipación de impuestos (inc. 10), 
registro de comercio, industria, artesanía (inc. 6), 
crédito (inc. 15), donaciones (inc. 16) y otros. 

4.5.  Del régimen económico 
y financiero 

Los instrumentos de gestión pública de marco 

global, estratégico y operativo son el Plan de De-
sarrollo Departamental (PDD) y el Marco Ma-
croeconómico Fiscal Plurianual (MMFP) (art. 
86); para su cumplimiento, el gobierno departa-
mental gozará de autonomía económica y finan-
ciera (art. 88), administrando el Tesoro Departa-
mental (art. 89).

4.6.  Del régimen especial 
autonómico provincial 

Para la administración seccional, de entre los di-
putados provinciales, el Gobernador elegirá al 
Ejecutivo Seccional de Desarrollo (art. 99), cu-
yas atribuciones (art. 100), entre otras, son las de 
elaborar el presupuesto anual (inc. 3), promover 
el desarrollo económico y productivo (inc. 4), 
elaborar el proyecto del Plan de Desarrollo de la 
Sección Provincial (art. 5), en el marco del Plan 
de Desarrollo Departamental (PDD), administra-
ción de bienes y recursos (inc. 6), ejecutar obras y 
proyectos (inc. 8), coordinar las acciones de desa-
rrollo con los actores sociales (inc. 15).

El gobierno departamental y los gobiernos 
municipales autónomos se facilitarán recíproca-
mente la información para la ejecución de sus res-
pectivos planes de desarrollo (art. 118).
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5.1. De los principios y valores 
de la autonomía, la igualdad y 
las políticas públicas

El régimen autonómico del Beni tiene por objetivos 
básicos (art. 7), entre otros, el de impulsar el desa-
rrollo departamental, mediante el crecimiento eco-
nómico, la sostenibilidad ambiental, la inclusión 
social y política y la mejora de la calidad de vida 
(inc. 1), defender los recursos económicos y natura-
les (inc. 5) y generar políticas de desarrollo (inc. 7).

Son principios del régimen autonómico los de 
gradualidad, subsidiaridad, solidaridad, pobla-
ción, territorio (art. 46).

5.2.  Del régimen de 
hacienda departamental

Se establece que los recursos económicos de ha-
cienda serán distribuidos de acuerdo al Plan de 
Desarrollo Departamental entre las provincias, 
municipios, tierras comunitarias de origen (TCO) 
y comunidades campesinas (art. 45)

5.3.  Del régimen general de 
competencias 

El régimen autonómico establece 31 competen-
cias (art. 13), entre ellas: el manejo de los  recur-

sos naturales renovables y no renovables (inc. 
4), tierra y territorio (inc. 5), medio ambiente y 
biodiversidad (inc. 6), ordenamiento territorial 
(inc. 8), ganadería, forestal y agricultura (inc. 
15), sanidad agropecuaria e inocuidad alimen-
taria (inc. 16), áreas protegidas (inc. 17), tierras 
comunitarias de origen (inc. 18) y comunidades 
campesinas (inc. 19).

5.4. Del régimen desarrollo 
rural, agropecuario y 
forestal integral 

El régimen de desarrollo rural, agropecuario y 
forestal integral tiene por objeto impulsar las po-
líticas de desarrollo rural, agropecuario y forestal 
integral en el marco de la sostenibilidad, mejora-
miento de la calidad de vida y seguridad alimen-
taria (art. 57).

Para la promoción del desarrollo, se gestiona-
rán créditos de fomento (art. 58, inc. I) e incen-
tivos tributarios (art. 58, inc. II); asimismo, se 
establecerán mecanismos de fomento a la produc-
tividad en las TCO y comunidades campesinas, 
para la generación y el desarrollo de actividades 
productivas sostenibles (art. 59).

Se busca garantizar la sanidad agropecuaria y 
la inocuidad alimentaria mediante el Servicio De-
partamental de Sanidad e Inocuidad Alimentaria 
(art. 60, inc. I).

ANÁLISIS DEL CONTENIDO DE LOS 
ESTATUTOS AUTONÓMICOS DEL BENI 

5
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5.5.  Del proceso agrario 
departamental 

El régimen autonómico reconoce y garantiza el 
derecho a la propiedad privada agrícola y gana-
dera, a la propiedad individual, la comunitaria y 
la colectiva indígena y campesina, siempre que 
cumpla una función social (art. 61, inc. I). Los 
distintos tipos de propiedad y parámetros de fun-
ción social serán establecidos por ley departa-
mental (art. 61, inc. III).

• Función social de la tierra: Se establece 
como el empleo sostenible de la tierra en 
el desarrollo de actividades productivas 
agropecuarias, forestales, de conserva-
ción de biodiversidad, la investigación, el 
ecoturismo en beneficio del propietario y 
la sociedad (art. 61, inc. I).

• Empleo sostenible de la tierra: Consiste 
en que la actividad que se desarrolla so-
bre un predio sea conforme a su vocación 
de uso (art. 61, inc. II). 

• Latifundio: no se reconoce el latifundio, 
entendido como grandes extensiones de 
tierras improductivas que incumplen con 
la función social (art. 62).

• Saneamiento de tierras: Será ejecutado 
por el Instituto Departamental de Tierras 
(IDT) (art. 63, inc. I).

• Títulos ejecutoriales: Los títulos ejecuto-
riales, firmados por el Prefecto (art. 63, 
inc. I), son definitivos, causan Estado, es-
tablecen pleno derecho de propiedad, no 
admiten recurso ulterior (art. 63, inc. II).

5.6.  Del régimen de 
administración y distribución 
de tierras fiscales

La Secretaría Departamental de Desarrollo Agro-
pecuario y Forestal Integral funge de cabeza de 
sector, con atribución para  administración, dis-
tribución, reagrupamiento y redistribución de tie-
rras fiscales (art. 64, inc. I).

Las tierras fiscales saneadas serán dotadas o ad-
judicadas de acuerdo al Plan de Uso del Suelo 
(PLUS) y el Plan de Ordenamiento Territorial 
(PLOT), con base en su capacidad de uso mayor 
y su vocación productiva (art. 64, inc. II).

Se establecen las siguientes modalidades de 
distribución de la tierra (art. 64, inc. III):

• Dotación a título gratuito, en favor de las 
TCOs y propiedades colectivas campesi-
nas y comunitarias,,

• Dotación a título oneroso, en favor de las 
propiedades pequeñas, medianas y coo-
perativas,,

• Adjudicación a valor concesional, a favor 
de pequeñas propiedades agrícolas y ga-
naderas y asentamientos humanos.

 Se establece el siguiente orden de preferen-
cias para la dotación de tierras fiscales (art. 64, 
inc. IV):

• Dotación a pueblos y comunidades origi-
narias y campesinas oriundos y residen-
tes del lugar o próximos al área.

• Adjudicación, a valor concesional, a cam-
pesinos y pobladores oriundos del lugar.

• Adjudicación para asentamientos huma-
nos, que sean aprobados por la Asamblea 
Departamental.

• Adjudicación a particulares.

5.7.  Del marco 
institucional agrario

Se establece el Instituto Departamental de Tierra  
(IDT), institución desconcentrada del gobierno 
departamental, como responsable de la prosecu-
ción y finalización del proceso de saneamiento 
agrario y la ejecución de las políticas de admi-
nistración, distribución, reagrupamiento y redis-
tribución de tierras fiscales (art. 65, inc. I), en el 
marco de una ley departamental de tierras, que 
establecerá competencias y procedimientos (art. 
65, inc. II).

Se establece la Comisión Agraria Departa-
mental (CAD), institución mixta (art. 66, inc. II), 
presidida por el Prefecto (art. 66, inc. VI), como 
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órgano encargado de proponer políticas de admi-
nistración, distribución, reagrupamiento y redis-
tribución de tierras fiscales (art. 66, inc. I). La ley 
departamental de tierras establecerá funciona-
miento, competencias (art. 66, inc. VII) y partici-
pación (art. 66, inc. III).

5.8.  Del régimen forestal 

Una ley departamental regulará los derechos, el 
uso y aprovechamiento de las tierras forestales 
con base en los principios económicos, ambienta-
les y sociales del desarrollo sostenible  (art. 67).
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6. Análisis del Estatuto 
Autonómico de Pando 

6.1.  De los principios y valores 
de la autonomía, la igualdad y 
las políticas públicas

Los ciudadanos domiciliados en la jurisdicción de 
Pando gozan de plenos derechos ciudadanos (art. 
7, inc. II) y tienen la obligación de contribuir a 
la protección del medio ambiente y al aprovecha-
miento sostenible de los recursos naturales (art. 
12, inc. i). 

El régimen autonómico se funda en principios 
de autodeterminación, unidad, cooperación y co-
ordinación, solidaridad, equidad y universalidad, 
subsidiaridad, gradualidad, profundización de la 
democracia e identidad departamental (art. 9). 
Corresponde al régimen autonómico impulsar el 
desarrollo integral de forma equilibrada y soste-
nible (art. 10, § II, inc. 4).

Entre los objetivos del régimen autonómico 
(art. 16) relativos al tema agrario, se establecen 

los de lograr la equidad, igualdad y solidaridad en 
la distribución de la riqueza (inc. b) y el benefi-
cio de los recursos económicos (inc. h), fomentar 
la productividad (inc. k) y democratizar el poder 
(inc. c), 

6.2.  De la naturaleza 
amazónica de Pando

El régimen autonómico reconoce la naturaleza 
amazónica de la totalidad del territorio de Pando, 
constituido por flora selvática de bosques húme-
dos tropicales, de vocación forestal y extractivista 
(art. 13). Es obligación del gobierno departamen-
tal su defensa, regulación y protección de diver-
sos peligros, incluyendo la sobrepoblación huma-
na (art. 14), para lo que se dotará de legislación 
específica (art. 15). 

ANÁLISIS DEL ESTATUTO 
AUTONÓMICO DE PANDO 
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6.3.  Del régimen general de 
competencias
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6.4.  De los órganos de 
gobierno del  régimen 
autonómico 

La Asamblea Departamental es el órgano le-
gislativo, normativo y de fiscalización (art. 24). 
Entre sus atribuciones relativas a materia agraria 

y recursos naturales (art. 36), están aprobar pla-
nes y programas de desarrollo económico y social 
(inc. 4) y el presupuesto (inc. 4), y establecer una 
adecuada distribución de recursos entre sus pro-
vincias (inc. 7).
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En el presente apartado, se presenta el análisis y 
la reflexión sobre el modelo económico-social, de 
tierra-territorio y recursos naturales contenidos en 
la Nueva Constitución Política del Estado (NCPE), 
y los Estatutos Autonómicos de los departamentos 
de Santa Cruz, Tarija , Beni y Pando.

7.1.  Caracterización del 
modelo de desarrollo 
económico social 

7.1.1. Modelo de desarrollo 
económico social de la NCPE

La NCPE estable el “modelo económico bolivia-
no plural y orientado a mejorar la calidad de vida” 
(art. 306, § I), según las formas de organización 
(art. 306, § II) y articulación (art. 306, § III) de 
las diferentes formas de organización económica, 
económica comunitaria, privada y social coopera-
tiva o mixtas (art. 306, § IV). 

Este modelo de desarrollo se basa en los prin-
cipios de igualdad, distribución y redistribución 
(art. 8):

• El principio de igualdad refleja una pro-
funda orientación social del modelo de 

Estado, obviando las diferencias natura-
les de la condición humana.

• El principio de igualdad restringe la 
distribución hacia o en beneficio de las 
grandes masas de población más despo-
seídas. 

• La ruta corta para el logro del principio 
de igualdad es la redistribución de los 
bienes materiales y patrimoniales públi-
cos y privados. El concepto es el tránsito 
(o despojo) de bienes y servicios  de po-
cos individuos hacia las multitudes.

En este modelo económico, el Estado reconoce, 
respeta y protege la iniciativa privada (art. 308) 
y adicionalmente promueve la organización eco-
nómica comunitaria (art. 307). Todas las formas 
de organización económica gozarán de igualdad 
jurídica ante la ley (art. 311, § I).

El modelo económico plural establecido en la 
NCPE, en sus principios y valores, es de orienta-
ción fuertemente social. En él riesgosamente po-
dría predominar el principio de Estado y de dere-
cho fundamental de goce o ejercicio en condición 
de igualdad (art. 14, § II), sobre el “vivir bien” entre 
individuos diferentes en cosmovisión y talentos.

El modelo económico plural se funda en un tipo 
de aprovechamiento de los recursos naturales orien-
tado principalmente a la industrialización como 
medio de agregación de valor y disminución de la 
comercialización de materias primas (art. 9, inc. 6).

ANÁLISIS Y REFLEXIÓN SOBRE EL MODELO 
ECONÓMICO SOCIAL, DE TIERRA-TERRITORIO 
Y RECURSOS NATURALES EN LA NCPE Y LOS 
ESTATUTOS AUTONÓMICOS DE SANTA CRUZ, 
TARIJA, BENI Y PANDO 
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El modelo económico plural  hace una amplia 
tipificación de prohibiciones relacionadas con el 
trabajo de la tierra, algunas de ellas ya extintas y 
sin registros recientes en la jurisprudencia boli-
viana; tal es el caso de prohibición de la esclavi-
tud. Por otro lado, cualquier relación de servicio, 
dependencia o dedicación exclusiva al trabajo 
digno podría ser intencionadamente entendida y 
aplicada como servidumbre.

El modelo económico plural, además de res-
petar y garantizar la propiedad individual y co-
lectiva sobre la tierra (art. 311, § II, inc. 2), está 
profundamente ligado al derecho a la titulación 
colectiva de tierra y territorio, básicamente diri-
gido a naciones y pueblos indígenas originarios 
campesinos (cuya existencia sea anterior al 12 de 
octubre de 1492) (art. 30, § 6, 10, 14, 16). En tan-
to, el modelo condiciona el derecho a la titulación 
colectiva de tierra de grupos privados al cumpli-
miento de la función social (en primera instancia) 
y de la función económica social (en segunda ins-
tancia).

El modelo económico plural del texto consti-
tucional precisa los derechos sociales y económi-
cos de las personas respecto al trabajo y empleo 
en todas sus formas, sea en forma individual, en 
sindicatos o por libre asociación. Sin embargo, 
como hemos dicho, es ambiguo en cuanto a preci-
sar los alcances de lo que considera servidumbre, 
en perjuicio del derecho al trabajo digno, enten-
dido como una relación de servicios con subordi-
nación laboral.

El modelo económico plural reconoce de ma-
nera distinta el derecho la propiedad individual, 
privada y colectiva. En cuanto a la propiedad 
agraria individual, privada y colectiva de la tierra, 
la NPCE condiciona el derecho de la propiedad 
de la tierra  al cumplimiento de la función social 
y económica social, entendida como:

• Producción de empleo (art. 315, § I).
• Beneficio al interés colectivo (art. 56, § II).
• No servidumbre.
• No esclavitud.
• No trabajo forzado de jóvenes 
 (art. 61, § II).
• Conservación del medio ambiente.
• Producción en función de sus potencialidades.

Son funciones del Estado en el modelo de econo-
mía plural:

• Dirigir y controlar los sectores estratégi-
cos de la economía: recursos naturales, 
tierra, etc.

• Conducir el proceso de planificación (gene-
ral y periódica) y obligar a su cumplimiento. 

• Dictaminar las políticas de productividad 
industrial y comercial que garanticen la 
oferta suficiente y la capacitad exporta-
dora de bienes con valor agregado.

• Dirigir la economía conforme los prin-
cipios de distribución y redistribución 
equitativa.

• Incentivar la producción económica y social.
• Impulsar el desarrollo.
• Integrar las diferentes formas económi-

cas de producción.
• Fomentar actividades productivas y de 

industrialización mediante la gestión de 
recursos económicos para la investiga-
ción, asistencia técnica y transferencia 
tecnológica

En el modelo de economía plural, el Estado es-
tablece especial protección a las organizaciones 
económicas campesinas, las micro y pequeñas 
empresas, las organizaciones o asociaciones de 
pequeños productores y las organizaciones de 
economía comunitaria, a las que otorga facilida-
des de acceso a capacitación técnica y a la tec-
nología, apertura de mercados, mejoramiento de 
procesos productivos y preferencias en las com-
pras del Estado.

7.1.2. Modelo de desarrollo 
económico social del régimen 
autonómico de Santa Cruz

El Estatuto Autonómico de Santa Cruz no pre-
senta en forma específica un modelo de desa-
rrollo económico; el texto es bastante general al 
respecto. Sin embargo, es posible observar que 
la autonomía garantiza el “derecho a la propie-
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dad (privada, individual y colectiva), el derecho 
al trabajo y a desarrollar cualquier actividad lí-
cita”, como derecho fundamental de los ciuda-
danos y garantía para el desarrollo económico 
y social.

Es, por tanto, deducible que el régimen au-
tonómico de Santa Cruz promueve un modelo 
económico capitalista, de libre asociación y 
empresa, en el que es competencia del gobierno 
departamental garantizar la conservación y usos 
sostenibles de la diversidad biológica y la pro-
tección del medio ambiente (art. 2, § II, inc. d)

El régimen autonómico cruceño proyecta la 
ejecución de regímenes especiales de recursos 
naturales renovables y medio ambiente (art. 40, 
inc. 9), de desarrollo rural, agropecuario y fores-
tal (art. 40, inc. 9), y de régimen económico y 
financiero (art. 40, inc. 10).

El modelo económico cruceño, por un lado, 
promueve el desarrollo productivo con la fina-
lidad de garantizar la seguridad alimentaria e, 
igualmente, incentiva el desarrollo competitivo 
de la producción con generación y/o agregación 
de valor de las materias primas (art. 97, inc. II), 
con facilidades proyectadas de créditos preferen-
ciales e incentivos tributarios (art. 97, inc. III). 

En el caso particular de los pueblos indíge-
nas en sus comunidades y tierras comunitarias 
de origen, tanto el modelo económico como de 
aprovechamiento de los recursos naturales es de 
autonomía de gestión (art. 93). En cuanto a las 
TCOs, el gobierno departamental se obliga al 
fomento de la generación de actividades produc-
tivas sostenibles (art. 99).

7.1.3. Modelo de desarrollo 
económico social del 
régimen autonómico de 
Tarija

El modelo de desarrollo económico-social proyec-
tado por el Estatuto Autonómico de Tarija plantea 
como principio de autogobierno la capacidad de 
producir bienes y brindar servicios e incentivar el 

desarrollo humano y productivo para mejorar la 
calidad de vida de sus habitantes (art. 7, inc. e).

Los principios de la política pública tarijeña 
buscan la constitución de una base productiva só-
lida, amplia y diversificada, estimulado al sector 
productivo primario de la economía, promovien-
do la industrialización, el desarrollo de las cade-
nas productivas, la competitividad y las iniciati-
vas privadas (art. 13), 

El modelo económico-social tarijeño tiene 
como prioridad construir la infraestructura y 
desarrollar los servicios, generando condiciones 
para el desarrollo económico, social y productivo 
(art. 14), con la finalidad de fortalecer el desarro-
llo del sector productivo (art. 17).

El modelo económico-social tarijeño pro-
yecta brindar especial atención a los programas 
y proyectos de productividad, de mejoramiento 
cualitativo, cuantitativo y de diversificación de 
la producción agrícola, ganadera e industrial. 
Asimismo, proyecta impulsar sistemas de asegu-
ramiento de la producción agrícola, ganadera e 
industrial, con participación de sector campesino 
y productivo (art. 17). 

Este modelo económico-social se fundamenta 
en el derecho de los tarijeños a la educación para 
constituir una comunidad democrática y produc-
tiva (art. 57, inc. 8). 

7.1.4. Modelo de desarrollo 
económico social del régimen 
autonómico de Beni

El modelo de desarrollo económico beniano se 
fundamenta en los principios de crecimiento eco-
nómico, sostenibilidad ambiental, inclusión so-
cial y política y mejora de la calidad de vida (art. 
7, inc. 1), de defensa de los recursos económicos 
y naturales (art. 7, inc. 5) y de generación de polí-
ticas de desarrollo (art. 7, inc. 7).

El modelo de desarrollo económico-social es-
tablece la creación del régimen de desarrollo ru-
ral, agropecuario y forestal integral con el objeto 
impulsar las políticas del rubro en el marco de la 
sostenibilidad, el mejoramiento de la calidad de 
vida y la seguridad alimentaria (art. 57).
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Asimismo, proyecta la promoción del desarrollo 
mediante créditos de fomento (art. 58, inc. I) e 
incentivos tributarios (art. 58, inc. II). Asimismo, 
establece mecanismos de fomento a la productivi-
dad en las TCO y comunidades campesinas, para 
la generación y el desarrollo de actividades pro-
ductivas sostenibles (art. 59).

7.1.5. Modelo de desarrollo 
económico social del régimen 
autonómico de Pando

El modelo de desarrollo económico y social pan-
dino se funda en los principios de equidad, igual-
dad y solidaridad en la distribución de la riqueza 
(art. 16, inc. b); el impulso al desarrollo integral 
(art. 10, § II, inc. 4) y la obligatoriedad de sus ciu-
dadanos para contribuir a la protección del medio 

ambiente y al aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales (art. 12, inc. i).

El modelo económico pandino parte del re-
conocimiento de la naturaleza amazónica de la 
totalidad del territorio y de la vocación forestal 
y extractivista de los recursos de sus bosques hú-
medos tropicales (art. 13), lo que pone un especial 
hincapié en la fragilidad del ecosistema.

7.1.6. Comparación de los 
modelos de desarrollo 
económico social  

A manera de resumen, se considera relevante pre-
sentar un cuadro comparativo de los contenidos 
de los modelos de desarrollo económico-social 
establecidos y/o proyectados.
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7.2.  Caracterización del 
modelo de gestión de los 
recursos naturales

7.2.1. Modelo de gestión de los 
recursos naturales de la NCPE

La NCPE establece un modelo de gestión de los 
recursos naturales íntimamente ligado al modelo 
de economía plural, en el que los recursos natu-
rales son de “propiedad del pueblo boliviano” y 
serán administrados por el Estado, con garantía de 
la propiedad individual y colectiva sobre la tierra.

Los principios planteados para el modelo de 
gestión de los recursos naturales están orienta-
dos a superar la dependencia de la exportación de 
materias primas y lograr una economía de base 
productiva, en el que el Estado podrá “intervenir 
en toda la cadena productiva de los sectores es-
tratégicos”, buscando garantizar abastecimiento 
y calidad de vida interna, respetando la iniciativa 
empresarial con seguridad jurídica y fomentando 
y promocionando el área comunitaria de la econo-
mía (rural y urbana), como alternativa solidaria.

Asimismo, el modelo de gestión de los recur-
sos naturales establece, con carácter de obligato-
riedad, el manejo amigable del medio ambiente 
y los recursos bióticos, hídricos, mineralógicos y 
otros, además de la generación de trabajo digno 
que contribuya a la reducción de las desigualda-
des y a la erradicación de la pobreza. 

Queda explicitado que el manejo de los re-
cursos naturales tendrá base social; se restringe y 
prohíbe la acumulación privada de poder econó-
mico, el monopolio y el oligopolio.

7.2.2. Modelo de gestión de los 
recursos naturales del régimen 
autonómico de Santa Cruz

La gestión y disposición de los recursos naturales 
están a cargo del gobierno departamental (art. 86) 
y del municipio, cuyas competencias rectoras son 

su protección, conservación, restauración y apro-
vechamiento (art. 87); en un marco de respeto a la 
capacidad de uso mayor del suelo y de sostenibi-
lidad (art. 88), y de acceso equitativo y democrá-
tico para todos los bolivianos (art. 89). 

Los recursos naturales renovables, específi-
camente los suelos forestales y bosques, serán de 
aprovechamiento sostenible (art. 110), de acuerdo al 
PLUS, en régimen de concesión a personas naturales, 
jurídicas y asociaciones sociales del lugar (ASL) (art. 
111), bajo regulación de  acceso, sistema de cobro de 
patentes y distribución mediante la  Ley Forestal.

Las áreas protegidas son de interés departa-
mental para garantizar servicios ambientales de 
conservación, actividades productivas y otras; 
serán administradas de manera directa por el go-
bierno departamental (art. 90, inc. III).

El aprovechamiento de los recursos naturales 
por los pueblos indígenas en sus comunidades y 
TCOs goza de autonomía de gestión (art. 93).

7.2.3. Modelo de gestión 
de recursos naturales del 
régimen autonómico de Tarija

Tarija proyecta la formulación de políticas y el de-
sarrollo de acciones para el uso sostenible de los 
recursos naturales y la conservación del medioam-
biente, preservando el equilibrio ecológico (art. 
19). Estas políticas están dirigidas a promover, 
prevenir, preservar y fiscalizar el manejo integral 
y sostenible (inc. c) de las actividades industriales 
(inc. e), las áreas de protección y reserva (inc. j); 
además, buscan fomentar y apoyar la producción 
ecológica agropecuaria (inc. n).

7.2.4. Modelo de gestión de los 
recursos naturales del régimen 
autonómico de Beni

El gobierno departamental del Beni establece, 
entre sus competencias (art. 13), la gestión de re-
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cursos naturales renovables y no renovables (inc. 
4), tierra y territorio (inc. 5), medio ambiente y 
biodiversidad (inc. 6), ordenamiento territorial 
(inc. 8), ganadería, actividad forestal y agricul-
tura (inc. 15), sanidad agropecuaria e inocuidad 
alimentaria (inc. 16), áreas protegidas (inc. 17), 
tierras comunitarias de origen (inc. 18) y comuni-
dades campesinas (inc. 19).

El estatuto de Beni reconoce que la legisla-
ción, administración y ejecución de políticas re-
lativas a la tierra son competencias compartidas 
entre el gobierno nacional y el gobierno departa-
mental autónomo.

7.2.5. Modelo de gestión de 
los recursos naturales del 
régimen autonómico de Pando

El régimen autonómico pandino, en función de la 
naturaleza amazónica de la totalidad del territo-

rio, constituido mayormente por flora selvática de 
bosques tropicales húmedos, de vocación forestal 
y extractivista, proyecta un modelo de gestión de 
los recursos naturales orientado a la defensa, re-
gulación y protección (incluso de la sobrepobla-
ción humana).

En ese marco, establece entre sus competen-
cias exclusivas (art. 17), la planificación, el de-
sarrollo sostenible, y la promoción de la com-
petitividad productiva, la producción forestal y 
bioenergética.

7.2.6. Comparación de 
modelos de gestión de los 
recursos naturales  

A manera de resumen, se considera relevante 
presentar un cuadro comparativo de los conteni-
dos –establecidos y/o proyectados– de los mode-
los de gestión de recursos naturales.
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7.3.  Régimen de propiedad 
y dominio de los recursos 
naturales

7.3.1. Régimen de propiedad 
y dominio de los recursos 
naturales de la NCPE

La NCPE establece los recursos naturales como 
propiedad y dominio del Estado:

• La tierra, los recursos naturales, foresta-
les, energéticos son de carácter estraté-
gico y, por tanto, propiedad del pueblo 
boliviano. El Estado es el administrador 
del interés colectivo.

• El Estado otorga derechos propietarios 
individuales y colectivos sobre la tierra, 
en tanto cumpla una función social o eco-
nómica social. El trabajo es la fuente fun-
damental para la adquisición y conserva-
ción de la propiedad agraria.

• La propiedad agraria individual, en to-
das sus dimensiones (superficie, usos y 

TABLA 13. CUADRO COMPARATIVO DE MODELOS... (cont.)
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formas de conversión), será regulada por 
ley.

• La pequeña propiedad agraria es patri-
monio familiar, está exenta de impuestos 
y es indivisible (salvo sucesión heredita-
ria).

• La propiedad comunitaria, comprendida 
por el territorio indígena originario cam-
pesino, se declara indivisible, inembarga-
ble, inalienable e irreversible, exenta de 
impuestos a la propiedad agraria.

• Las comunidades de dentro de un territo-
rio indígena originario campesino serán 
tituladas.

• Se garantizan los derechos propietarios 
de particulares dentro de los territorios 
indígenas originarios campesinos.

• Todo título que se haya otorgado sobre 
una reserva fiscal será nulo de pleno de-
recho.

• El Estado reconoce derechos de aprove-
chamiento forestal a favor de comunida-
des y operadores privados.

• Las comunidades indígenas originarias 
campesinas situadas dentro de áreas fo-
restales serán titulares del derecho exclu-
sivo de su aprovechamiento y gestión.

• La titularidad de la propiedad empresa-
rial está sujeta a revisión y verificación 
del cumplimiento de la función económi-
ca y social.

La política de tierra la NCPE establece: 

• Tipos de propiedad. Individual: la pequeña 
y mediana propiedad agraria. Colectiva: 
propiedad comunitaria (que comprende 
los territorios indígenas originarios cam-
pesinos y las comunidades campesinas).

• Función social: Su incumplimiento es el 
principal causal de expropiación y/o re-
versión de la tierra.

• Función económica social: Su incumpli-
miento es el principal causal de expropia-
ción y/o reversión de la tierra

• Distribución y redistribución de tierras 
fiscales: Con base en los principios de 
igualdad, distribución y redistribución. 

Dotación de tierras fiscales a favor de 
grupos indígenas originarios campesi-
nos, comunidades interculturales, comu-
nidades campesinas que no las posean o 
las posean insuficientemente, de acuerdo 
con las políticas de desarrollo rural sus-
tentable y permitiendo el acceso de las 
mujeres.

• Afectación del latifundio: Se prohíbe el 
latifundio entendido como tenencia im-
productiva de la tierra. Es causal de ex-
propiación y/o reversión de la tierra.

• Mercado de tierras: El Estado regulará el 
mercado de tierras. El trabajo es la fuente 
fundamental para la adquisición y con-
servación de la propiedad agraria. 

• Marco institucional: La propiedad agra-
ria individual y colectiva, en todas sus 
dimensiones de superficie, usos y formas 
de conversión, será regulada por ley. El 
Presidente del Estado es la máxima auto-
ridad del Servicio Boliviano de Reforma 
Agraria, entidad responsable de la refor-
ma agraria. El Estado dictaminará la polí-
tica productiva industrial y comercial. El 
Plan General de Desarrollo es de cumpli-
miento obligatorio. 

• Dominio y propiedad de los recursos natura-
les: Los recursos naturales son considerados 
de carácter estratégico y son de propiedad 
del pueblo boliviano; el Estado es el admi-
nistrador en función al interés colectivo

• Derechos reconocidos: El Estado otorga 
derechos propietarios individuales y co-
lectivos sobre la tierra, en tanto cumpla 
una función social o económica social. 
La propiedad comunitaria, comprendida 
por el territorio indígena originario cam-
pesino, se declara indivisible, inembarga-
ble, inalienable e irreversible, exenta de 
impuestos a la propiedad agraria. Las co-
munidades indígenas originarias campe-
sinas situadas dentro de áreas forestales 
serán titulares del derecho exclusivo de 
su aprovechamiento y gestión. El Estado 
reconoce derechos de aprovechamiento 
forestal a favor de comunidades y opera-
dores privados. 
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• Tipos de organización: Se reconocen, 
con protección estatal, las organizacio-
nes económicas campesinas (OECA), las 
micro y pequeñas empresas, las organi-
zaciones o asociaciones de pequeños pro-
ductores y las organizaciones de econo-
mía comunitaria.

7.3.2. Régimen de propiedad 
y dominio de  los recursos 
naturales del Estatuto 
Autonómico de Santa Cruz 

El Estatuto Autonómico de Santa Cruz prevé un pro-
ceso agrario en el que se establecen diferentes for-
mas de propiedad agraria y de derecho propietario 
sobre la tierra (según características y restricciones 
que serán establecidas por ley departamental):

• Derecho propietario sobre la tierra: Res-
ponsabilidad del gobierno departamental 
(art. 102).

• Propiedad privada individual o colec-
tiva: Condicionada al cumplimiento de 
una función social y función económica 
social (art. 103, inc. I), 

• Derechos sobre las TCOs:  A pueblos in-
dígenas oriundos. Sin condiciones (art. 
103, inc. II).

• Derecho campesino a la propiedad pri-
vada individual o colectiva: Sin condi-
ciones (art. 103, inc. III).

El latifundio, entendido como grandes extensio-
nes de tierras improductivas, no es reconocido; se 
lo persigue y sanciona por ser contrario al interés 
colectivo y por incumplir la función social y eco-
nómica social de la tierra (art. 104).

El minifundio improductivo será evitado me-
diante procesos de reagrupamiento, distribución 
y redistribución por el Instituto Departamental de 
Tierras (IDT), autorizado por el Consejo Agrario 
Departamental (CAD) (art. 105), en el marco de 
la ley departamental de tierras (art. 106, inc. II).

Para la administración de la política de tierras, y 
con fines de recomendación, seguimiento y fisca-
lización consensuada (art. 106, inc. I), se proyecta 
la creación del Consejo Agrario Departamental 
(CAD) (art. 106, inc. V) y el Instituto Departa-
mental de Tierras (IDT). Éste último será respon-
sable del saneamiento de la propiedad agropecua-
ria, la regularización de derechos de propiedad 
de la tierra y las políticas de tenencia, dotación, 
adjudicación, distribución y expropiación de la 
tierra (art. 107, inc. I).

Las políticas de dotación, adjudicación, con-
cesión, distribución y redistribución de tierras 
fiscales, declaradas disponibles, serán realizadas 
de acuerdo al Plan de Uso del Suelo (PLUS), pre-
ferentemente a los ciudadanos oriundos y habi-
tantes del lugar que no las poseen o las poseen de 
manera insuficiente (art. 108, inc. II).

Los títulos agrarios acreditan la propiedad so-
bre la tierra, causan Estado y son irreversibles, 
salvo dictamen de autoridad judicial competente 
(art. 109).

La propuesta cruceña ignora al Estado y dele-
ga al gobierno departamental la responsabilidad 
de definir el derecho propietario, la distribución, 
redistribución y administración de las tierras, 
mediante una ley departamental aprobada por la 
Asamblea Legislativa Departamental.

7.3.3. Régimen de propiedad 
y dominio de  los recursos 
naturales del Estatuto 
Autonómico de Tarija

La propuesta autonómica tarijeña está muy poco 
desarrollada en materia agraria y de dominio de 
los recursos naturales. Específicamente, se esta-
blecen como competencias exclusivas la gestión 
de los recursos naturales renovables (art. 39, inc. 
10), la agricultura, la ganadería, la pesca, el apro-
vechamiento forestal y el desarrollo rural (art. 39, 
inc. 11), y la promoción y el fomento de energías 
alternativas y renovables (art. 39, inc. 36).
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7.3.4. Régimen de propiedad 
y dominio de  los recursos 
naturales del Estatuto 
Autonómico de Beni 

El Estatuto Autonómico beniano reconoce y ga-
rantiza el derecho a la propiedad privada agrícola 
y ganadera, propiedad individual, comunitaria 
y colectiva indígena y campesina, siempre que 
cumpla una función social (art. 61, inc. I). Los 
distintos tipos de propiedad y parámetros de fun-
ción social serán establecidos por ley departa-
mental (art. 61, inc. III).

7.3.5. Régimen de propiedad 
y dominio de  los recursos 
naturales del Estatuto 
Autonómico de Pando

El Estatuto Autonómico de Pando reconoce que 
la legislación, administración y ejecución de polí-
ticas relativas a la tierra es una competencia com-
partida con el gobierno nacional.

7.3.6. Comparación de los 
regímenes de propiedad 
y dominio de los recursos 
naturales  

A manera de resumen, se considera relevante pre-
sentar un cuadro comparativo de los contenidos 
establecidos y/o proyectados relativos a los re-
gímenes de propiedad y dominio de los recursos 
naturales.

7.4. Política de tierras y 
recursos naturales

7.4.1. Política de tierras y 
recursos naturales de la 
NCPE 

La política de tierra y recursos naturales estable-
cida en la NCPE  se funda en el reconocimiento 
del carácter estratégico de la tierra y de los re-
cursos forestales, de biodiversidad, energéticos y 
demás recursos naturales. Este reconocimiento le 
otorga al Estado la competencia privativa de ad-
ministrarlos en representación de sus propietarios 
(el pueblo boliviano).

En ese marco, la política de tierras de la NCPE 
establece que otorgará derechos propietarios indivi-
duales y colectivos sobre la tierra, en tanto cumpla 
una función social o económica social. El trabajo 
es la fuente fundamental para la adquisición y con-
servación de la propiedad agraria. Se reconoce:

• La propiedad agraria individual.
• La pequeña propiedad agraria.
• La propiedad comunitaria.
• Las comunidades (al interior del territo-

rio indígena originario campesino).
• Los derechos forestales a favor de comu-

nidades y operadores privados.
• Los territorios indígenas originarios cam-

pesinos.
• La propiedad empresarial.

La dotación de tierras fiscales se realizará a favor 
de o de acuerdo con:

• A favor de grupos indígenas originarios cam-
pesinos, comunidades interculturales, comu-
nidades campesinas que no las posean o las 
posean insuficientemente (art. 395, § I).
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• De acuerdo con las políticas de desarrollo 
rural sustentable (art. 395, § I).

• De acuerdo con la titularidad de las muje-
res al acceso (art. 395, § I).

7.4.2. Política de tierras 
y recursos naturales del 
régimen autonómico de 
Santa Cruz 

La gestión y la disposición de los recursos na-
turales están a cargo del gobierno departamen-
tal (art. 86) y de los municipios, en un marco de 
acceso equitativo y democrático para todos los 
bolivianos (art. 89). En el caso particular de los 
pueblos indígenas, éstos gozan de autonomía de 
gestión (art. 93) y de los beneficios resultantes del 
aprovechamiento de los recursos renovables.

Los recursos naturales de dentro de las áreas 
protegidas serán administrados de manera directa 
por el gobierno departamental (art. 90, inc. III) 
en un régimen que garantice su sostenibilidad y 
utilidad pública.

Los recursos naturales serán administrados 
bajo regímenes especiales (art. 40); regímenes  de 
recursos naturales renovables y medio ambiente, 
desarrollo rural, agropecuario y forestal,  y desa-
rrollo económico y financiero (art. 40).

7.4.3. Política de tierras 
y recursos naturales del 
régimen autonómico de Tarija 

El régimen autonómico tarijeño es bastante res-
tringido en materia de tierras y de recursos na-
turales; materia que reconoce como competencia 
compartida con el gobierno central (art. 40, inc. 
8), entre otras cosas en la planificación de las 
áreas naturales protegidas (art. 41, inc. 9) y en la  
participación en el aprovechamiento de los recur-
sos hídricos (art. 41, inc. 10).

Por otra parte, es competencia del gobierno de-
partamental de Tarija legislar, regular y promo-
ver el comercio, industria, agricultura, el manejo 
forestal, ganadería, servicios, caza y pesca “en el 
ámbito de la jurisdicción departamental”. 

El Estatuto tarijeño precisa que el patrimonio 
del Departamento es imprescriptible e inembarga-
ble y está constituido por la biodiversidad, recur-
sos hídricos y todos los demás recursos naturales 
existentes en el territorio departamental (art. 51).

7.4.4. Política de tierras 
y recursos naturales del 
régimen autonómico de Beni 

El régimen autonómico proyecta como mecanis-
mos de aprovechamiento en materia agraria la 
elaboración y aplicación del Plan de Uso del Sue-
lo (PLUS) y el Plan de Ordenamiento Territorial 
(PLOT), según la capacidad de uso mayor y la 
vocación productiva de la tierra (art. 64, inc. II).

El régimen autonómico reconoce y garantiza 
el derecho a la propiedad privada, a la propiedad 
individual, a la propiedad comunitaria y a la co-
lectiva indígena y campesina (art. 61, inc.  I). El 
régimen agrario proyecta la creación de la  Secre-
taría Departamental de Desarrollo Agropecuario 
y Forestal Integral para  la administración, dis-
tribución, reagrupamiento y redistribución de tie-
rras fiscales (art. 64, inc. I).

El Estatuto establece como principios condi-
cionantes del derecho propietario de la tierra:

El cumplimiento de la función social de la tie-
rra, o empleo sostenible de la tierra en el desa-
rrollo de actividades productivas agropecuarias, 
forestales, de conservación de la biodiversidad, 
investigación y ecoturismo en beneficio del pro-
pietario y la sociedad (art. 61, inc. I). 

El empleo sostenible de la tierra,  que consis-
te en que la actividad que se desarrolla sobre un 
predio sea conforme a su vocación de uso (art. 
61, inc. II). 

La prohibición del latifundio, entendido como 
grandes extensiones de tierras improductivas que 
incumplen con la función social (art. 62).
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El saneamiento de tierras, que será ejecutado por 
el Instituto Departamental de Tierras (IDT) (art. 
63, inc. I).

La concesión de títulos ejecutoriales, firma-
dos por el Prefecto (art. 63, inc. I), que son defi-
nitivos, causan Estado, establecen pleno derecho 
de propiedad, no admiten recurso ulterior (art. 63, 
inc. II).

La instancia del gobierno departamental con 
atribución para la  administración, la distribución, 
el reagrupamiento y la redistribución de las tierras 
fiscales (art. 64, inc. I) será la Secretaría Depar-
tamental de Desarrollo Agropecuario y Forestal 
Integral.

Se establecen las siguientes modalidades de 
distribución de la tierra (art. 64, inc. III):

Dotación a título gratuito, a favor de las TCO 
y propiedades colectivas campesinas y comuni-
tarias.

Dotación a título oneroso, a favor de las pro-
piedades pequeñas, medianas y cooperativas.

Adjudicación a valor concesional, a favor de 
pequeñas propiedades agrícolas y ganaderas y 
asentamientos humanos.

 Se estable el siguiente orden de preferencias 
para la dotación de tierras fiscales (art. 64, inc. 
IV):

Dotación, a pueblos y comunidades origina-
rias y campesinas oriundos y residentes del lugar, 
o próximos al área.

Adjudicación a valor concesional, a campesi-
nos y pobladores oriundos del lugar.

Adjudicación para asentamientos humanos 
que sean aprobados por la Asamblea Departa-
mental.

Adjudicación a particulares.

7.4.5. Política de tierras 
y recursos naturales del 
régimen autonómico de Pando 

El Estatuto de Pando reconoce que la legislación, 
administración y ejecución de políticas relativas 

a la tierra es una competencia compartida con el 
gobierno nacional. Reconoce como competencias 
compartidas  la determinación de políticas de in-
versión, producción y competitividad, el ordena-
miento territorial, la agricultura, la ganadería, la 
pesca y los zoocriaderos, la protección del medio 
ambiente, el comercio, la industria y los servicios.

La Asamblea Departamental, órgano legislati-
vo, normativo y de fiscalización (art. 24), tiene, 
entre sus atribuciones (art. 36) relativas a política 
agraria y recursos naturales, la de aprobar planes y 
programas de desarrollo económico y social (inc. 
4), el presupuesto (inc. 4) y una adecuada distribu-
ción de recursos entre sus provincias (inc. 7).

7.4.6. Comparación de las 
políticas de tierra y recursos 
naturales  

Tiene relevancia presentar un cuadro comparati-
vo de las políticas de tierras y recursos naturales.

7.5. Comentarios finales 
sobre posibles aspectos 
conflictivos

Considero importante anticipar las líneas de de-
bate al momento de compatibilizar la NCPE con 
los Estatutos Autonómicos de Santa Cruz, Tarija, 
Beni y Pando, normas que regirán el presente y el 
futuro de los productores.

Los sectores productivos vienen abogando por 
un cambio en materia agraria desde hace más de 
30 años; algunos de ellos, en especial los empre-
sariales, consideran que su discurso y sus deman-
das no han sido tomados en cuenta en los docu-
mentos que aquí hemos analizado.
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7.5.1. De las diferencias 
fundamentales e 
incompatibles entre la NCPE 
y los Estatutos Autonómicos 

• Según la NCPE, la tierra es propiedad del 
Estado boliviano y del pueblo; esto signi-
fica que es propiedad de las 36 naciones 
y pueblos indígenas originarios campesi-
nos, naciones que ejercerán funciones de 
Tribunal Agroambiental a través de sus 
autoridades, en aplicación de sus normas 
y procedimientos (art. 190, § 1) y cuyas 
decisiones serán acatadas por toda auto-
ridad o persona (art. 192, § 1); eventual-
mente con el apoyo de los órganos com-
petentes del Estado.

• La máxima autoridad en materia de tierra 
es el Presidente de la República, según la 
NCPE, y los prefectos o gobernadores, 
según los Estatutos.

• Las preferencias en el acceso a las tierras 
del Estado son disímiles. Según la NCPE, 
éstas sólo podrán ser distribuidas al siste-
ma comunitario y no a personas; en cam-
bio, los Estatutos privilegian el carácter 
oriundo de los postulantes.

• Según la NCPE, la política de tierras es 
indelegable del gobierno central (compe-
tencia privativa); para Santa Cruz se tra-
ta de una competencia exclusiva, y una 
competencia compartida para los depar-
tamentos de Tarija, Beni y Pando. 

• La NCPE amplía las competencias del 
ente encargado de la evaluación de la 
FES (actual INRA), que, además de ser 
una instancia técnica, tendrá jurisdicción 
múltiple en materia agraria, social, labo-
ral, medio ambiental y penal. Vale decir, 
se transformará en una institución juris-
diccional con potestad coactiva.

• La NCPE incorpora a la FES, además 
de las funciones económicas de la tierra 
como medio de producción, funciones la-
borales, medioambientales, sociales y pe-
nales. En tanto, los Estatutos mantienen 

el principio de que “la tierra es de quien 
la trabaja”.

7.5.2. De las inversiones para 
la producción agraria 

El sector productivo percibe el desconocimiento 
y la devaluación de los esfuerzos que ha realizado 
en el pasado. Ninguno de los documentos aborda o 
menciona las inversiones financieras, tecnológicas 
u otras, sean individuales, empresariales o comu-
nitarias, necesarias para la producción de la tierra, 
que se hayan realizado con anterioridad; aparente-
mente, se las considera de origen natural.

Es evidente que la política de tierras y el ré-
gimen de propiedad y dominio sobre la tierra no 
toman en cuenta las actuales existencias en tecno-
logía, equipos, infraestructura, vías camineras y 
capacidades humanas. Dicho de otro modo, úni-
camente la tierra, y no así los otros factores, se 
presenta como medio productivo, desconociendo 
los significativos avances tecnológicos y huma-
nos que históricamente han formado parte de los 
sistemas de producción en los distintos pisos eco-
lógicos bolivianos.

7.5.3. De las garantías para 
la producción agraria

En todos los casos, es la función económica social 
(FES) la primera condición de la propiedad agra-
ria; planteadas las cosas de este modo, se entien-
de que toda propiedad agraria es susceptible de 
reversión y redistribución. En tal contexto legal y 
constitucional, la tierra queda excluida del circui-
to financiero, deja de ser un activo de capital y sus 
propietarios, sujetos de crédito.

A diferencia de los contextos modernos de 
producción agraria, no se consideran garantías 
para la producción agraria, sean éstas de tipo fi-
nanciero, mercantil, tributario, de seguros (contra 
riesgos climáticos, incendios, etc.). La excepción 
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son los Estatutos Autonómicos de Santa cruz y 
Beni, que muy tímidamente proyectan créditos de 
fomento e incentivos tributarios para quienes rea-
licen inversiones productivas.

7.5.4. Del cumplimiento de la 
función económica social de 
la propiedad 

En todos los casos, la FES se plantea como la úni-
ca y mayor condición de derecho sobre la tierra, 
y como poderoso mecanismo de distribución y re-
distribución de la tierra, en beneficio único de los 
grupos campesinos indígenas originarios que no la 
poseen o la poseen insuficientemente. Proyectada 
de esta forma, la FES podría convertirse en un fac-
tor aleatorio, incierto y generador de inseguridad.

Cualquier relación de servicio, dependencia o 
dedicación exclusiva al trabajo digno podría ser in-
tencionadamente entendida como servidumbre, que 
es causal de reversión de la propiedad de la tierra.

Tanto la NCPE como los Estatutos establecen 
para los productores agrícolas, pecuarios y fo-
restales una larga lista de obligaciones perpetuas 
para calificar para la FES, que los convierten en 
postulantes permanentes al derecho propietario 
sobre la tierra. 

Al mismo tiempo que éstos son los rígidos de-
beres de los productores, los gobiernos no tienen 
obligaciones económicas, sociales o jurídicas. El 
gobierno (“central, departamental, municipal o co-
munitario”) se exime de proveer las garantías ju-
rídicas, el financiamiento, los instrumentos y los 
mecanismos legales, las tecnologías, los mercados 
y los incentivos comerciales, tributarios, arancela-
rios y otros para el cumplimiento de la FES.

Hay que tomar en cuenta las innumerables di-
ficultades actuales relacionadas con la producción 
agraria, como la pérdida de mercados, las prohibi-
ciones internas para la provisión de combustibles, 
agroquímicos y fertilizantes, la inestabilidad del 
transporte caminero (deterioro de las carreteras, 
bloqueos)  y la total ausencia de seguros para la 
producción, cualquiera sea el tamaño de la pro-
piedad o sistema de producción.

En tales condiciones, la nueva normatividad, en 
caso de no ser adecuadamente reglamentada en 
lo relativo al cumplimiento de la FES, podría pro-
vocar un fuerte desincentivo a la producción y la 
migración sistemática de capitales financieros, 
tecnológicos y humanos. 

El condicionamiento permanente del derecho 
privado sobre la tierra, sumado a las difíciles con-
diciones que existen para la producción agraria, 
podría provocar que finalmente se abandone la 
producción de escala y se dé paso a la producción 
agraria de tipo comunitario para fines de seguri-
dad alimentaria.

7.5.5. De la reversión de la 
propiedad agraria

Ni la NCPE ni los Estatutos otorgan el derecho ple-
no sobre la tierra en el área rural. Esto es, ninguna 
persona natural o jurídica, a excepción de la comu-
nidad campesina indígena originaria, goza de dere-
cho propietario pleno sobre la tierra en el área rural. 

El productor agrario, y solamente el productor 
agrario, en caso de incumplimiento de cualquier 
tipo de obligación (tributaria, laboral, ambiental), 
pierde la propiedad de la tierra, además de la posi-
ble expropiación de sus equipos, herramientas de 
trabajo y demás mejoras tangibles e intangibles.

Tanto en la NCPE como en los Estatutos, el 
sector productivo agrario, y únicamente el sec-
tor productivo agrario, es objeto de exigencias y 
castigos, que llegan hasta la expropiación de su 
medio de producción y,  si se trata de la NCPE, a 
otras consecuencias penales y privativas de liber-
tad, en caso de daño ambiental tipificado como 
“traición a la patria”.  

El trabajador del campo, o trabajador rural, a 
diferencia del trabajador citadino, cualquiera sea 
su oficio, estará permanentemente expuesto a per-
der la totalidad de sus inversiones individuales y 
familiares; asimismo, el trabajador rural estará 
perpetuamente expuesto a convertirse en traidor 
a la patria ante la eventualidad que se le identifi-
que (con o sin intención) como generador de daño 
ambiental. 
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La reversión permanente de la tierra, y la pos-
terior redistribución única a grupos oriundos o 
campesinos indígenas originarios (poseedores o 
no de tierra), provocará la progresiva desapari-
ción de la propiedad privada y empresarial.

7.6. Recomendaciones

• Por ningún motivo, la FES debe generar 
la inseguridad, el desánimo y el temor 
que actualmente ocasiona. Por el contra-
rio, debería impulsar un gran desarrollo 
productivo que genere inversiones, ri-
queza, empleos y seguridad alimentaria.

• El cumplimiento de la FES debería ge-
nerar derechos y obligaciones para todos 
los actores involucrados, esto es, los go-
biernos y los productores.

• Con el fin de cumplir y hacer cumplir la 
FES, el Estado (central, departamental, 
municipal y comunitario) debería ser co-
partícipe y corresponsable de la actividad 
productiva.

• Es necesario considerar y reglamentar el 
uso de la propiedad privada de la tierra 
como garantía crediticia.

• El tribunal encargado de evaluar la FES 
deberá estar muy bien constituido y sus 
funciones y procedimientos deberán ser 
claramente regulados, para que no se 
convierta en un tribunal inquisidor.

• El tribunal de evaluación de la FES debe-
rá partir de la presunción de la buena fe 
del productor y de las reales posibilida-
des de producción que se dan en el país.

• Después de la evaluación de la FES, el 
derecho propietario privado y empresa-
rial sobre la tierra deberá tener carácter 
pleno.
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